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OPINIÓN N.º 010-2007/GNP
Entidad: 

Oficina de Normalización Previsional 
Asunto: 
Aplicación de la Primera Disposición Complementaria del  Decreto Legislativo N.º 817
Referencia: 

Oficio N.º 343-2006-GG/ONP



Oficio N.º 388-2006-GG/ONP
1. ANTECEDENTES

Mediante escrito de la referencia, el Gerente General de la Oficina de Normalización Previsional (ONP) consulta si para la contratación del servicio de defensa judicial en materia pensionaria, a cargo de la  ONP, se debe aplicar la Primera Disposición Complementaria de la Ley del Régimen Previsional a cargo del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo N.º 817, o el Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, en adelante la Ley, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento.
2. CONSULTA

El Gerente General de la Oficina de Normalización Previsional consulta, literalmente, lo siguiente:

“La presente consulta tiene por finalidad establecer si es de aplicación las disposiciones establecidas por la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado o las normas establecidas en la Primera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 817, para aquellos contratos de servicios de defensa judicial en materia pensionaria que se relacionen o vinculen con la defensa de los intereses previsionales del Estado o en los que la ONP ejerce representación”. 
3.   
ANÁLISIS

3.1. Sobre la base de lo establecido por mandato constitucional
, por regla general, las adquisiciones y contrataciones que realice el Estado, a través de sus distintas dependencias, se realizan necesariamente mediando determinados procedimientos preestablecidos en la normativa especial sobre la materia. 
3.2. En ese sentido, la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado ha previsto la obligación de las Entidades del Estado de realizar procesos de selección, cuya finalidad es garantizar que aquellas obtengan los bienes, servicios y obras necesarias para la atención de sus funciones esenciales, en la calidad requerida, a precios y costos adecuados y en el tiempo oportuno.

Para asegurar el cumplimiento de dicha finalidad, el sistema de contratación gubernamental se basa en el principio de libre competencia. La aplicación de este principio se pone de manifiesto con la inclusión de mecanismos que fomenten “la más amplia, objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores potenciales”
. Estos mecanismos permiten que la Entidad tenga la posibilidad de elegir entre varias opciones presentadas por distintos proveedores. 

3.3. Sin embargo, atendiendo la reserva de Ley prevista en el artículo 76º de la Constitución, conjuntamente con la obligación de realizar procesos de selección, existen normas con rango de Ley que  reconocen ciertos supuestos –taxativamente establecidos- en los cuales se permite la exoneración de dicha formalidad toda vez que, por razones coyunturales, económicas o de mercado, la Entidad sólo puede o debe satisfacer sus requerimientos a través de una propuesta que, a su vez, será ofrecida por un determinado proveedor
. 

3.4. Ahora bien, atendiendo al caso planteado en la presente consulta, se desprende que ésta guarda directa relación con la contratación del servicio de defensa judicial en materia pensionaria a cargo de la  ONP. En ese sentido, la Primera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 817 establece:

“A partir de la vigencia de la presente ley la ONP asumirá la defensa de los intereses del Estado en todos los procedimientos judiciales que versen sobre la aplicación de derechos pensionarios, incluyendo los que se encuentren en trámite. Para tal efecto, facúltese a la ONP a efectuar la contratación directa de los servicios que resultaren necesarios”.

Sobre el particular, cabe señalar preliminarmente que de conformidad con lo establecido en el artículo 104º de la Constitución Política, “El Congreso puede delegar en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar, mediante decretos legislativos, sobre la materia específica y por el plazo determinado establecidos en la ley autoritativa. No pueden delegarse las materias que son indelegables a la Comisión Permanente. Los decretos legislativos están sometidos, en cuanto a su promulgación, publicación, vigencia y efectos, a las mismas normas que rigen para la ley. El Presidente de la República da cuenta al Congreso o a la Comisión Permanente de cada decreto legislativo”.

De otra parte, la Oficina de Normalización Previsional (ONP) tiene como función principal reconocer, declarar, calificar, verificar, otorgar, liquidar y pagar derechos pensionarios con arreglo a ley, de los regímenes previsionales que se le encarguen o hayan encargado, así como del Régimen de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales. 

De lo expuesto, toda vez que la norma especial prima sobre las normas generales que regulan el mismo supuesto de hecho, para contratar los servicios necesarios para la defensa de los intereses del Estado en los procedimientos judiciales que versen sobre la aplicación de derechos pensionarios a cargo de la ONP, la Primera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 817 se aplica por sobre las reglas generales de contratación que regula la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado. Dicho de otro modo, de acuerdo con la lectura de la Primera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 817, mediante norma con rango de Ley, el Poder Ejecutivo habilitó a la ONP –en concordancia con el principio de especificidad y dada la naturaleza propia de sus funciones–  para contratar directamente los servicios necesarios para la defensa judicial del Estado en materia pensionaria, lo que supone que la ONP se encuentra exenta de la obligación de realizar los procesos de selección a que se refieren la Ley y su Reglamento. 
3.5. En relación con lo indicado, debe tenerse presente que en la aplicación de la referida Primera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 817, debido a su carácter excepcional, no puede recurrirse a interpretaciones extensivas, analógicas o discrecionales
, sino que solamente puede considerarse aquellos supuestos de hecho que objetivamente se ajusten a las causales reguladas por la Ley u otras reguladas expresamente por normas de la misma jerarquía normativa.
En consecuencia, resulta de exclusiva responsabilidad de la ONP y de los organismos gubernamentales que resulten competentes, la determinación de los servicios que resultan necesarios para la defensa judicial en asuntos pensionarios a cargo de la primera.

4.   
CONCLUSIONES

4.1. Toda vez que la norma especial prima sobre las normas generales que regulan el mismo supuesto de hecho, para contratar los servicios necesarios para la defensa judicial en la aplicación de derechos pensionarios a cargo de la ONP, la Primera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 817 se aplica por sobre las reglas generales de contratación previstas en la Ley y su Reglamento.
4.2. La contratación directa regulada en la Primera Disposición Complementaria del Decreto Legislativo N.º 817 debe ser interpretada de forma restrictiva y estricta, siendo de exclusiva competencia y responsabilidad de la ONP determinar cuales serían los servicios necesarios para la defensa de asuntos judiciales en materia pensionaria. 

Jesús María, 29 de enero de 2007.

JPE/.

� Conforme al artículo 76° de la Constitución Política de 1993, las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan obligatoriamente “por contrata y licitación pública”, así como también la adquisición o enajenación de bienes, en tanto que la contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley Anual de Presupuesto se hacen por “concurso público”. Asimismo, la mencionada norma prescribe que por ley se establecerá el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades. 





� Numeral 2, artículo 3º de la Ley.





� Con respecto a los procesos exonerados, Roberto Dromi señala que “Siendo la licitación pública el procedimiento regla para la selección del contratista estatal, el cumplimiento de esta formalidad es de carácter obligatorio. Las excepciones al procedimiento licitatorio se fundan en cuestiones de imposibilidad legal, de naturaleza, o de hecho, o por motivos de conveniencia administrativa, o en otros supuestos, por atendible razón de Estado y seguridad pública” DROMI, Roberto. Op. Cit. P. 135. 





� Sobre el particular, Rubio Correa indica que el sentido del principio de inaplicabilidad por analogía de las normas que restringen derechos es el de impedir toda aplicación de normas restrictivas o excepcionales que no sea la proveniente de la interpretación estricta de la misma, entendiéndose por tal aquella en la que el intérprete no añade ni quita, no aumenta ni disminuye, los márgenes de aplicación de la norma. RUBIO CORREA, Marcial. Título Preliminar. Sexta Edición. Lima, Fondo Editorial de la PUCP, 1993. Pág. 95.
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